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INTRODUCCIÓN

Siguiendo la tónica iniciada en el informe anterior, de presentar las novedades legislativas en un ámbito de actividad concreto en el que los entes locales tengan competencias, se ha elegido en este caso el campo de la protección al consumidor, en que las instituciones comunitarias han actuado de manera muy prolija de modo que, como se señala en el cuerpo del informe, la simple enumeración de la legislación vigente resulta tediosa, por ello nos hemos concentrado en un aspecto interesante para los entes locales y en donde, además, se han producido recientemente reformas legislativas de consideración, nos referimos al de la lucha contra la publicidad y prácticas engañosas, ámbito regulado por dos Directivas y un Reglamento de reciente aplicación en los Estados miembros: la Directiva sobre prácticas comerciales desleales, el Reglamento sobre cooperación de las autoridades nacionales en materia de protección del consumidor y la Directiva sobre publicidad engañosa y publicidad comparativa.

En el informe se da cumplida cuenta del contenido de la normativa mencionada así como una referencia a la jurisprudencia en este campo, en el que, a causa de la reciente adopción de las normas elegidas, no hay todavía sentencias del Tribunal de Justicia, aunque sí conclusiones de los abogados generales y, en algún caso, sólo planteamiento de cuestiones prejudiciales por órganos jurisdiccionales nacionales que todavía no han recibido respuesta por parte del Tribunal.

En segundo lugar, se recogen también los dictámenes adoptados por el Comité de las Regiones en la única sesión plenaria que tuvo lugar desde el informe anterior, celebrada los días 9 y 10 de abril, y que versan sobre diversos temas de interés para los entes locales (educación, transporte, escasez de agua, etc).

El informe se completa con una referencia a los Programas y Proyectos puestos en marcha por las Comunidades Europeas que presentan un mayor interés para los entes locales. En este caso se atiende a ***

I. LEGISLACIÓN

Defensa de usuarios y consumidores: publicidad y prácticas engañosas

Hay una amplísima normativa comunitaria sobre el tema, que abarca cuestiones de carácter general, información y educación de consumidores, protección de la salud y de la seguridad, así como la protección de los intereses económicos. En cualquiera de estos temas la simple enumeración de la normativa comunitaria es interminable, por lo que nos vamos a centrar en uno de los ámbitos, en el que ha habido recientes reformas, concretamente el de la información de los consumidores y, más específicamente vamos a centrarnos en el tema de la lucha contra la publicidad y prácticas engañosas. Para ello dividiremos la cuestión en dos apartados: las prácticas comerciales desleales y la publicidad engañosa y la publicidad comparativa.

En el primer apartado, se prohíben en toda la Unión Europea (UE) las prácticas comerciales desleales adoptadas por las empresas en sus relaciones con los consumidores. Se consideran prácticas comerciales desleales las prácticas engañosas y agresivas, así como la venta forzada. La Unión Europea concede el mismo grado de protección a todos los consumidores, cualquiera que sea el lugar de compra o venta en el territorio comunitario. También protege a los consumidores más vulnerables, como los niños, ante la publicidad que les exhorta directamente a comprar.

La legislación marco sobre esta materia es relativamente reciente y esta compuesta por una Directiva marco y un Reglamento.

1. La Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores en el mercado interior (DO L 149 de 11.6.2005), modifica las Directivas 84/450/CEE, 97/7/CE, 98/27/CE y 2002/65/CE y se aplica a todas las transacciones de empresas con consumidores cuando estos se ven influidos por una práctica comercial desleal que incide en decisiones como la compra o no de un producto, la libre elección en caso de compra o el ejercicio o no de un derecho contractual. No se aplica en los casos de transacciones entre empresas. Tampoco aborda las cuestiones relativas al buen gusto o el decoro, la salud y la seguridad o el Derecho contractual.

Esta Directiva armoniza por completo la legislación en este ámbito, estableciendo una prohibición general. Los Estados miembros no podrán recurrir a las cláusulas mínimas de otras Directivas para imponer requisitos suplementarios en el ámbito coordinado por esta Directiva. Por otra parte, integra las disposiciones relativas a las transacciones de empresas con consumidores contenidas en la Directiva sobre publicidad engañosa (Directiva 2006/114, que será tratada después). El artículo 14 de esta Directiva ha sido derogado por  la Directiva 2006/114 sobre publicidad engañosa, de la que después trataremos.

La Directiva toma como referencia al consumidor medio, definido según la interpretación del Tribunal de Justicia. Este criterio se modula cuando una práctica comercial se dirige específicamente a un grupo concreto de consumidores, como los niños, en cuyo caso se toma como referencia al miembro medio de ese grupo. Efectivamente, se establece una protección especial para los grupos de consumidores que se consideran “sensibles”. Los niños, por ejemplo, se ven protegidos de la publicidad que les exhorta directamente a comprar.

Como ya hemos mencionado, esta norma modifica las Directivas 84/450/CEE, sobre publicidad engañosa, 97/7/CE, relativa a la protección de los consumidores en materia de contratos a distancia, 98/27/CE, relativa a las acciones de cesación y 2002/65/CE, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros.

La Directiva 2005/29/CE define los criterios generales para determinar si una práctica comercial es desleal, con el fin de señalar un conjunto limitado de prácticas de mala fe prohibidas en toda la UE. Se toma como criterio si una práctica es contraria a los requisitos de la diligencia profesional y si distorsiona o puede distorsionar de manera sustancial el comportamiento del consumidor medio. Además, la Directiva establece la diferencia entre las prácticas engañosas y las agresivas, y enuncia los criterios para detectarlas:

· prácticas engañosas: entre las prácticas comerciales puede haber acciones u omisiones engañosas. Constituye una omisión engañosa la práctica comercial que no aporta unos datos mínimos u omite información sustancial que necesita el consumidor medio antes de la compra. La Directiva enumera en una lista la información sustancial que precisa el consumidor antes de la compra, a saber, las características principales del producto, su precio (incluidos los impuestos), los gastos de envío (en su caso) y el derecho de revocación. Una práctica comercial es, por acción, engañosa si contiene información falsa o que induzca o pueda inducir a error al consumidor medio, aun siendo correcta en cuanto a los hechos.

· prácticas agresivas: la Directiva define los criterios para saber si una práctica comercial es agresiva: si recurre al acoso, la coacción o la influencia indebida.

Finalmente, el anexo I de la Directiva contiene la lista completa de las conductas comerciales desleales prohibidas en toda la UE en cualquier circunstancia, una especie de «lista negra» de las prácticas comerciales desleales. En ella figuran, por ejemplo, los planes de venta piramidal, el suministro no solicitado, la utilización de la publicidad señuelo (cuando el producto anunciado a buen precio no está disponible) o el uso de publirreportajes disimulados. Esta lista únicamente puede modificarse mediante una revisión de la Directiva.

La fecha de transposición de la Directiva se fija en el 12 de junio de 2007.

Respecto a la jurisprudencia del TJCE no hay todavía ninguna sentencia del TJCE que analice concretamente esta norma pero si hay varias cuestiones prejudiciales pendientes ante el TJCE que citan esta Directiva como versión consolidada de la Directiva 84/450/CEE y sus posteriores modificaciones, pero que no la consideran aplicable por el momento en que sucedieron los hechos objeto de la cuestión (esto ocurre en los casos C-500/06, C-533/06, C-446/05, C-261/07, C-299/07, C-381/05, C-356/04, C-182/03, C-217/03, C-222/04, de los que pueden consultarse solamente las peticiones de decisión prejudicial y, en algunos casos, las conclusiones presentadas por los abogados generales.

Sólo en dos casos caso se plantea una cuestión prejudicial directamente centrada en la interpretación de una disposición de la Directiva, concretamente, en el asunto C-261/07 el Rechtbank van koophandel te Antwerpen (Bélgica) el 1 de junio de 2007 plantea la siguiente pregunta: “La Directiva 2005/29 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a las prácticas comerciales desleales, ¿se opone a una normativa nacional, como el artículo 54 de la Belgische Wet van 14 juli 1991 betreffende de handelspraktijken en de voorlichting en bescherming van de consument (Ley belga de 14 de julio de 1991, sobre las prácticas comerciales y sobre la información y protección del consumidor) que, salvo en los supuestos enumerados de forma limitativa en la Ley, prohíbe toda oferta conjunta de un vendedor a un consumidor, incluida la oferta conjunta de un producto, que el consumidor debe comprar, y un servicio gratuito, cuya adquisición está vinculada a la compra del producto, y ello sin perjuicio de las circunstancias del asunto, en particular, sin perjuicio de la influencia que la oferta concreta pueda tener sobre el consumidor medio y sin perjuicio de si, en las circunstancias concretas, dicha oferta puede ser considerada contraria a la dedicación profesional o a las prácticas comerciales honestas?”

Y en el asunto C-299/07 el mismo tribunal interno, Rechtbank van koophandel te Antwerpen (Bélgica) el 27 de junio de 2007 pregunta al TJCE:

¿Se opone el artículo 49 CE en materia de libre circulación de servicios, así como la Directiva 2005/29/CE 1 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales, a una disposición nacional como la contenida en el artículo 54 de la Ley belga de 14 de julio de 1991, relativa a las prácticas comerciales y a la información y protección del consumidor, la cual -con excepción de los casos mencionados con carácter limitativo en la citada Ley- prohíbe toda oferta conjunta de un vendedor a un consumidor mediante la cual la adquisición, gratuita o no, de bienes, servicios, ventajas o títulos, mediante los cuales pueden adquirirse aquéllos, está vinculada a la adquisición de otros productos o servicios incluso análogos, con independencia de las circunstancias del asunto, y en particular con independencia de la influencia que la oferta concreta pueda ejercer sobre el consumidor medio, así como con independencia de que dicha oferta, en las circunstancias concretas, pueda ser considerada contraria a los requisitos de la diligencia profesional o a las prácticas comerciales leales?

2. La segunda norma relativa a las prácticas comerciales desleales es el Reglamento (CE) nº 2006/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de octubre de 2004, sobre la cooperación entre las autoridades nacionales encargadas de la aplicación de la legislación de protección de los consumidores (DO L 149 de 11.6.2005), que establece una red de autoridades competentes para el control de la aplicación de legislación con relación a los consumidores con el fin de asegurar el cumplimiento de la legislación y el buen funcionamiento del mercado interior. El Reglamento se aplica únicamente a las infracciones intracomunitarias de la legislación en materia de protección de los consumidores.

Cada Estado miembro designará las autoridades competentes y una oficina de enlace única encargadas de la aplicación del Reglamento. Estas autoridades dispondrán de las competencias en materia de investigación y aplicación de la legislación necesarias para aplicar el Reglamento y las ejercerán conforme a la legislación nacional. Las autoridades competentes deberán intervenir lo antes posible en caso de infracción para ponerle término mediante el modo jurídico adecuado que, en la mayoría de los casos, consistirá en una acción de cesación ya que permite actuar con mayor rapidez, poner fin a la acción ilícita o prohibirla y juzgar a los vendedores deshonestos en los tribunales de otros Estados miembros.

El Reglamento establece un marco en materia de asistencia mutua que cubre el intercambio de información, las solicitudes de medidas de aplicación así como la coordinación de las actividades de vigilancia del mercado y la aplicación de la legislación. 

Cuando una autoridad competente tenga conocimiento de que se ha producido una infracción intracomunitaria, lo notificará a las autoridades competentes de otros Estados miembros y a la Comisión. A petición de otra autoridad, facilitará también toda la información pertinente para establecer si se ha producido una infracción intracomunitaria. Además, la autoridad competente debe aplicar todas las medidas necesarias para frenar o prohibir la infracción intracomunitaria.

Las autoridades competentes informarán a la Comisión de las infracciones intracomunitarias, de las medidas aplicadas y su resultado y de la coordinación de sus actividades. La información comunicada sólo podrá utilizarse para asegurar el respeto de la legislación protectora de los intereses de los consumidores. La Comisión registrará y tratará toda la información recibida en una base de datos electrónica.

Toda solicitud de asistencia mutua deberá contener suficiente información para que pueda darse curso a la solicitud. Bajo ciertas condiciones, una autoridad podrá negarse a dar curso a una solicitud de medidas de aplicación o de información, o podrá decidir no respetar sus obligaciones. En este caso, informará a la autoridad solicitante y a la Comisión sobre los motivos que justifican la negativa a dar curso a la solicitud de asistencia.

Los Estados miembros se informarán mutuamente e informarán a la Comisión acerca de sus respectivas actividades de interés comunitario en ámbitos como: la coordinación de la aplicación de la legislación: la formación de sus funcionarios encargados de la aplicación de la legislación protectora de los consumidores, del registro y de la clasificación de las denuncias de los consumidores; la cooperación administrativa: la información y el asesoramiento del consumidor, el apoyo de las actividades de los representantes de los consumidores. 

La Comunidad cooperará con terceros países y con las organizaciones internacionales competentes para mejorar la protección de los intereses económicos de los consumidores. La cooperación podrá ser objeto de acuerdos entre la Comunidad y los terceros países.

No existe todavía jurisprudencia del Tribunal de Justicia sobre las disposiciones concretas de este Reglamento, aunque si es citado a lo largo de la argumentación de algunas conclusiones del abogado general en algunos casos todavía pendientes de sentencia (vid. C-500/06, C-446/05, C-261/07, C-299/07 y C-356/04).

En cuanto a la publicidad engañosa y a la publicidad comparativa, la legislación europea regula la publicidad comparativa y protege a los consumidores y a las personas que ejercen una actividad comercial, industrial, artesanal o liberal, así como los intereses del público en general, contra la publicidad engañosa y sus consecuencias injustas.

3. La regulación básica es la Directiva 2006/114/CE sobre publicidad engañosa y publicidad comparativa (DO L 376 de 27.12.2006), que deroga a la anterior legislación, constituida por la Directiva 84/450/CEE y sus posteriores modificaciones, desde el 12 de diciembre de 2007, fecha de entrada en vigor de la nueva Directiva.

Su objeto es proteger a los comerciantes contra la publicidad engañosa y sus consecuencias injustas y establecer las condiciones en las que estará permitida la publicidad comparativa. A los efectos de la Directiva se entiende por publicidad engañosa toda publicidad que, de una manera cualquiera, incluida su presentación, induce a error o puede inducir a error a las personas a las que se dirige o afecta y que, debido a su carácter engañoso, puede afectar su comportamiento económico o que, por estas razones, perjudica o es capaz de perjudicar a un competidor; mientras que publicidad comparativa es toda publicidad que alude explícitamente o implícitamente a un competidor o a los bienes o servicios ofrecidos por un competidor.

Los Estados miembros velarán por que existan los medios adecuados y eficaces para luchar contra la publicidad engañosa y con miras al cumplimiento de las disposiciones en materia de publicidad comparativa en interés de los comerciantes y de los competidores.

Estos medios deberán incluir disposiciones legales en virtud de las cuales las personas o las organizaciones que tengan, con arreglo a la legislación nacional, un interés legítimo en la lucha contra la publicidad engañosa o en la regulación de la publicidad comparativa puedan:

a) proceder judicialmente contra esta publicidad, o

b) someter esta publicidad a una autoridad administrativa competente bien para que ésta se pronuncie sobre las reclamaciones o bien para entablar las acciones judiciales pertinentes.
Corresponderá a cada Estado miembro decidir cuál de los procedimientos antes mencionados se adoptará y si conviene que el tribunal o el órgano administrativo esté facultado para exigir un recurso previo a otras vías establecidas para la solución de reclamaciones.

En cuanto a la jurisprudencia, el abogado general del caso C-533/06 indica en nota al pie de sus conclusiones que la Directiva que tratamos “no obstante no es más que una versión codificada –en aras de la claridad y de la racionalización– de las disposiciones vigentes de la Directiva 84/450”.

II. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

DICTÁMENES DEL COMITÉ DE LAS REGIONES ADOPTADOS EN LA SESIÓN PLENARIA DE LOS DÍAS 9 y 10 DE ABRIL

1. Revisión del marco financiero de la UE - "Reformar el presupuesto europeo, cambiar Europa" (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 16/2008 rev. 1 - Comisión temporal ad hoc

En este dictamen el CDR considera imperativo mantener un marco político y económico sólido, dotado de medios suficientes en un horizonte temporal de medio-largo plazo, con el fin de expresar una voluntad colectiva mediante políticas comunes, por lo que opina que el futuro presupuesto comunitario debe basarse en las competencias definidas en el Tratado de Lisboa y en el principio de subsidiariedad y reflejar la ampliación de los fundamentos jurídicos del Tratado; en cambio, rechaza la hipótesis de que exista una competencia entre, por un lado, las políticas preexistentes y, por otro, los nuevos ámbitos de acción europea o las nuevas políticas a las que han dado lugar los nuevos retos globales.

Pide que se considere la evolución del presupuesto siguiendo una dinámica progresiva de integración, previendo acciones comunitarias de carácter experimental, y se deje de lado claramente la tendencia actual centrada en el volumen del presupuesto comunitario. También solicita que la gobernanza se sitúe en el centro de la estrategia de reforma del presupuesto europeo y recuerda que, en lo que toca a la concepción, programación, cofinanciación y aplicación, las políticas europeas se podrían beneficiar sensiblemente de la contribución de los entes regionales y locales.

Por otro lado,expresa su especial preocupación ante el hecho de que la posible renacionalización de las políticas financiadas por la Unión pueda dar lugar a respuestas insuficientes e ineficaces, sin coherencia en la Unión Europea, o anular el efecto multiplicador de la intervención comunitaria. Así, reafirma que un marco financiero plurianual estable, que sin duda deberá ser superior a cinco años, es condición esencial para garantizar la eficacia de la actuación de la Unión Europea y propone, pues, alargar el período de programación del marco financiero plurianual a diez años, asignando la totalidad de los importes para los cinco primeros años y reasignando las sumas en reserva (por ejemplo, el 25 %) a las nuevas necesidades, en el marco de una verdadera revisión intermedia. 

Finalmente,opina que el nuevo sistema de financiación del presupuesto comunitario debe basarse en la transparencia y en unos recursos propios que garanticen equidad y solidaridad, estabilidad, visibilidad y simplicidad, así como contar con el menor número posible de exenciones.

2. Fomentar la plena participación de los jóvenes en la educación, el empleo y la sociedad (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 255/2007 rev. 2 - ECOS-IV-018

El CDR lamenta que, en su Comunicación, la Comisión –pese a estimar necesaria para el desarrollo de la estrategia en materia de juventud la cooperación entre responsables políticos y partes interesadas a nivel europeo, nacional, regional y local– no examine con más detenimiento el papel de los entes regionales y locales en la política de juventud. Efectivamente, la política de juventud se aplica en medida importante a nivel regional y local y por ello, las estrategias regionales y locales contribuyen especialmente a que se adopten medidas de gran importancia destinadas a mejorar la educación y formación, mejorar la inclusión social y profesional, e igualmente con vistas a lograr un compromiso ciudadano activo en favor de los jóvenes. Es precisamente a nivel regional y local donde es posible enfocar mejor las necesidades específicas de los jóvenes y, en consecuencia, intervenir con mayor provecho.

Por ello, pide a la Comisión que respete la diversidad nacional, regional y local en materia de educación, juventud y empleo y señala que en la concepción y aplicación de las medidas complementarias de coordinación y apoyo deben participar no sólo el nivel nacional, sino también el regional y local.

3. Iniciativa Europea i2010 para la inclusión digital (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 5/2008 rev. 1 - EDUC-IV-021

El CDR manifiesta su convicción de que la brecha digital que persiste genera exclusión social y económica y comparte con la Comisión la idea de que, desde el punto de vista social, es necesario hacer realidad la igualdad de oportunidades en el mundo digital. No obstante, cree que, al mismo tiempo, hay un enorme potencial económico que hasta ahora no se ha aprovechado. Es importante utilizar las TIC como nuevo "instrumento social" y establecer un vínculo entre las estrategias en la materia y la política social comunitaria. A este respecto llama la atención de los Estados miembros hacia la necesidad de trabajar más en la inclusión digital y elaborar en los próximos años programas concretos, con calendarios claros y que puedan ser sometidos a una evaluación. Considera esencial insistir en la participación de los ámbitos local y regional en las iniciativas nacionales y comunitarias en favor de la inclusión digital e insiste en el hecho de que las autoridades locales y regionales elaboren planes específicos destinados a fomentar la sociedad de la información a nivel local.

Además, apoya los esfuerzos para informar a la opinión pública, aumentar la puesta en común de experiencias entre las partes interesadas y garantizar una cooperación activa a escala local y regional entre el sector de las TIC, las autoridades públicas, los proveedores de servicios y las organizaciones sociales y de usuarios, para conseguir la mayor eficacia posible; insiste en el papel clave y la responsabilidad que corresponden a los entes territoriales garantizando un acceso a un precio razonable a la alta velocidad en aquellas regiones en las que los mecanismos de mercado son insuficientes para lograrlo por sí solos, llevando a cabo proyectos piloto para salvar las desigualdades de accesibilidad electrónica y optando por un nuevo enfoque que permita centrar en el ciudadano los servicios públicos en línea y pide a la Comisión que utilice indicadores sobre la difusión y el uso de las TIC, de forma que sea posible extraer continuamente conclusiones útiles e indispensables para la adopción de medidas con vistas a la convergencia económica, social y tecnológica de las regiones.

4. Libro Verde sobre el transporte urbano (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 236/2007 rev. 3 – COTER-IV-012

En relación con este documento, el CDR pide a la Comisión que se lleve a cabo una acción coordinada para abordar eficazmente los problemas de congestión y contaminación que afrontan todas las ciudades europeas, basada en un enfoque integrado de los problemas y en la que la UE tiene un importante papel que desempeñar, a la vez que las entidades territoriales son dueñas de aportar soluciones concretas; pero consciente de la importancia de los recursos financieros que se necesitan, propone que los planes de movilidad sean respaldados por sólidas alianzas, que integren en particular al sector privado, y pide a la UE, en colaboración con el BEI, que desarrolle instrumentos financieros innovadores con capacidad para financiar las infraestructuras necesarias y las tecnologías más limpias.

Además, solicita a la UE que anime a las entidades territoriales a desarrollar programas de movilidad a largo plazo basados en la asociación entre las ciudades y sus conurbaciones, con el fin de encontrar soluciones adaptadas a escala local (aparcamientos a la entrada de las ciudades, desarrollo de modos de transporte más limpios, optimización de los transportes públicos, etc.). En estos planes de movilidad deben integrarse las "zonas limpias" (es decir, zonas con niveles bajos de contaminación y congestión), y debe darse prioridad a las inversiones en apoyo de estas zonas; 

Por último, pide que se establezca un mecanismo de información a nivel comunitario para dar cuenta de los progresos realizados. Este procedimiento debería iniciarse con un estudio comparativo financiado por la UE en el que se examine la situación de las ciudades de la UE y los planteamientos que aplican para afrontar estos retos.

5. Una política portuaria europea (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 237/2007 rev. 2 - COTER-IV-013

El CDR lamenta los retrasos en la creación de las infraestructuras de la red transeuropea (TEN) y recomienda que la Comisión comunique mejor a los Estados miembros, las regiones y ciudades las posibilidades de financiación previstas, a fin de apoyarlos en la ampliación de capacidades e infraestructuras para facilitar el acceso terrestre a los puertos (conexión con el interior) y el acceso desde el mar (conexión entre el puerto y las vías navegables), así como en la creación de redes logísticas de distribución. A este respecto, considera necesario que en las futuras normativas sobre la concesión de ayudas para financiar las autopistas del mar se tenga formalmente en cuenta la participación de las regiones y, en este contexto, aboga en favor de que se establezca un procedimiento general simplificado que responda mejor a los intereses de las empresas y contribuya así a una difusión más amplia y aceptación del transporte marítimo respetuoso con el medio ambiente; propone, para la planificación de accesos terrestres y marítimos, un mayor recurso a los instrumentos de ordenación territorial y de gestión integrada de las zonas costeras y pide una pronta publicación de las orientaciones sobre las ayudas cuando finalicen las consultas con los Estados miembros, las regiones y partes interesadas;

6. Una política marítima integrada para la Unión Europea (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 22/2008 rev. 1 - DEVE-IV-024

El CDR lamenta, en relación con este documento de la Comisión, que no se haya prestado atención a aspectos tan fundamentales como la educación y formación marítima, la creación de fondos europeos para zonas costeras y la protección de los fondos marinos y lamenta también que no se haya abordado el tema de la utilización y protección de los fondos marinos y opina que esta política debe incluir también disposiciones estratégicas generales sobre los vertidos marinos, así como cuestiones sobre la construcción de oleoductos y el tendido de cables en los fondos marinos, y su explotación. Por ello, reitera la solicitud que formuló en su dictamen "Hacia una política marítima de la Unión Europea" de examinar la opción de revisar el sistema financiero de la UE y enfocarlo hacia un único sistema simplificado para todos los asuntos marítimos, o para la mayoría de ellos, dentro de un fondo costero e insular europeo y pide a la Comisión que presente un plan de trabajo con los objetivos importantes que se deben lograr a medio y largo plazo en la política marítima europea hasta 2015 y 2020.

Por otra parte, el CDR sigue sin ver una vinculación clara entre el Libro Azul y la Directiva sobre la estrategia marina y, por lo tanto, pide a la Comisión que aclare esta relación y examine más de cerca ambos asuntos y propone nuevamente una plataforma marítima europea, que incluya a entes locales y regionales y partes interesadas, como instrumento para agrupar los conocimientos especializados e intercambiar buenas prácticas.

7. Dictamen sobre el Libro Blanco - Juntos por la salud: un planteamiento estratégico para la UE (2008-2013) (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 24/2008 rev. 1 - DEVE-IV-023

El CDR considera que un planteamiento común de las cuestiones sanitarias no debe desembocar en una iniciativa de armonización ni en una vulneración del principio de subsidiariedad.

Cree, además, que la participación de las entidades locales y regionales en el nuevo mecanismo de cooperación estructurada a escala comunitaria podría lograrse de manera práctica permitiendo que algunos puestos de los nuevos comités sanitarios sean ocupados por representantes de los niveles locales y regionales, pero pide que dicho mecanismo de cooperación estructurada siga siendo objeto de debate y que sea abierto y transparente.

Señala dos aspectos que se han eludido en le Libro Blanco de la Comisión: en primer lugar, señala que la cuestión de los productos farmacéuticos no se aborda en la estrategia y pide por tanto que se examine de cerca esta cuestión y, en segundo lugar, considera que la detección del cáncer es una cuestión de asistencia sanitaria y corresponde por tanto al ámbito nacional, por lo que no debe incluirse en la estrategia sanitaria.

Sin embargo, acoge favorablemente que los países de la UE cooperen y compartan buenas prácticas en esta materia y considera que la Comisión debería elaborar un informe sobre las redes cooperativas y organizaciones que operan en el ámbito de la sanidad y que deberían tomarse medidas para que reunir a las partes interesadas a fin de debatir métodos apropiados y eficaces de cooperación.
8. Estrategia y desafíos principales de la ampliación (2007-2008) - Países candidatos (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 245/2007 rev. 2 - RELEX-IV-009

El CDR reitera su convencimiento de que la ampliación de la Unión Europea constituye uno de los medios más eficaces de influir políticamente. En efecto, este proceso representa un paso importante para garantizar la paz y la estabilidad del continente y constituye para los ciudadanos de los países candidatos una oportunidad suplementaria para beneficiarse del bienestar generado por el espacio económico común; sin embargo, recuerda que el respeto de los criterios de Copenhague y de las exigencias del proceso de estabilización y asociación constituye una condición fundamental impuesta a los Estados miembros, con un énfasis particular en el principio de los méritos propios, que ocupó también un lugar central en las ampliaciones anteriores.

En relación con los entes territoriales, llama la atención sobre el hecho de que éstos deben desempeñar un papel activo en el proceso de integración, puesto que se trata de un proceso estructural profundamente democrático que no puede aplicarse únicamente en el nivel central sin una participación activa de todos los niveles de gobierno y sin respetar plenamente los principios de subsidiariedad y proximidad y considera indispensable que las estructuras asociativas de las administraciones locales y regionales sean consultadas cuando la administración central proponga medidas legislativas en ámbitos de competencia de los entes territoriales. A este respecto, subraya que el desarrollo sostenible de un país depende en gran medida del respeto y la puesta en práctica del principio fundamental de la descentralización en todas sus modalidades: descentralización en la toma de decisiones y descentralización administrativa y financiera; así, observa que es importante apoyar, mediante programas y políticas de preadhesión, las iniciativas y los esfuerzos de cooperación (en particular en 2008, Año del diálogo intercultural) e intercambio de experiencias y buenas prácticas entre los entes locales y regionales de los Estados miembros y los países candidatos. Este apoyo debería sobre todo basarse en la experiencia de los nuevos Estados miembros que se adhirieron a la UE en 2004 y 2007, en particular porque son en parte vecinos de los tres nuevos países candidatos a la adhesión.

Finalmente, en concreto en relación con los pueblos balcánicos, declara que la guerra de la primera mitad de los años noventa ha marcado profundamente su conciencia colectiva y que, por ello, es esencial que todos los agentes locales, regionales y nacionales de la región colaboren para resolver los problemas que fueron causa de conflicto en el pasado.

9. Estrategia y desafíos principales de la ampliación (2007-2008) para los países precandidatos (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 246/2007 rev. 2 - RELEX-IV-010

El CDR opina que es preciso enviar un mensaje más claro a los países precandidatos sobre la manera en que se incorporarán a la UE. La adhesión individual podría dar lugar a una competencia sana entre los países y acelerar el proceso en general. Los buenos resultados conseguidos por un país con la aplicación de los análisis comparativos de la UE deberían determinar el ritmo de su proceso de adhesión. Por ello, indica que un calendario largo para la adhesión puede ocasionar una pérdida de ímpetu. Será preciso encontrar un equilibrio adecuado entre el mantenimiento del entusiasmo y la estabilidad en los posibles países candidatos, por un lado, y una preparación prudente y apropiada del proceso de adhesión, por otro.

Cree que la ampliación es importante para la UE y para los países candidatos, en términos de oportunidades de crecimiento económico, de garantizar las vías de transporte y el suministro energético, y otras consideraciones estratégicas; en particular, la perspectiva de adhesión es crucial para garantizar la paz y la estabilidad en los Balcanes Occidentales. No obstante, reconoce que es evidente que en los países de la UE se está produciendo un "cansancio de la ampliación" después de sus últimas fases de ampliación y, por consiguiente, opina que se debería concienciar más a la opinión pública en general sobre las oportunidades y desafíos que entrañan las futuras ampliaciones.

Acoge con agrado la clara mejora del crecimiento económico general, la estabilidad global macroeconómica y la mejora de la calidad de vida en los países precandidatos, aunque opina que es preciso realizar más esfuerzos para reforzar el Estado de Derecho y modernizar las estructuras sociales. En particular, pide que se refuerce el Estado de Derecho, básicamente a través de la reforma judicial, y la lucha contra la corrupción y la delincuencia organizada, incluido el tráfico de seres humanos, que deberían ser prioridades máximas en todos los países precandidatos. Insta a todos los países precandidatos a que mantengan y mejoren continuamente buenas relaciones de vecindad puesto que son una parte fundamental del proceso de adhesión a la Unión Europea. Subraya, asimismo, que los países de los Balcanes Occidentales deben redoblar sus esfuerzos a fin de encontrar soluciones aceptables para todas las partes a los problemas pendientes con los países vecinos.

10. Afrontar el desafío de la escasez de agua y la sequía en la Unión Europea (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 313/2007 rev. 2 - DEVE-IV-020

El CDR recoge la preocupación de las regiones y entidades locales, que tanto en el Mediterráneo como en la Europa Central y Atlántica han constatado problemas relacionados con la sequía y fenómenos como años anormalmente secos, depósitos y embalses agotados, dificultades con los acuíferos subterráneos, problemas de salinización de los acuíferos costeros, descensos en los niveles freáticos, cambios en el régimen hidrológico producidos por la intervención humana sin planificación, cambios en el régimen habitual de precipitaciones y tensiones hídricas por causas naturales o por la acción humana, generando consecuencias ya constatadas por la Comisión en sus trabajos preparatorios. Por lo dicho, defiende una planificación hidrológica coherente en los Estados miembros y en las regiones, donde los fondos comunitarios que se inviertan en infraestructuras tengan como objetivo la conservación del agua, la conservación de las zonas de montaña y los humedales, la recuperación de las masas arbóreas, el ahorro y la eficiencia hídrica, la reasignación del agua entre usos, y también paliar las situaciones derivadas de una sequía grave o de escasez mediante aportes adicionales de suministro de agua.

En concreto, aprueba las propuestas de la Comisión de examinar si las cuestiones relativas a la gestión del agua pueden tenerse más en cuenta en los programas de desarrollo rural y de la montaña. Asimismo, recomienda que se estudie el valor de las tierras de cultivo y las zonas de montaña, ricos en recursos hídricos y forestales, en la generación de humedad atmosférica y la atracción de lluvias y como freno a la desertificación provocada por el cambio climático.
11. Los mercados europeos de la electricidad y del gas: tercer paquete legislativo (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 21/2008 rev. 1 - DEVE-IV-022.

En primer lugar, el CDR hace hincapié en que el consumidor debe estar en el centro de todas las reflexiones sobre la liberalización de la energía, por lo que es favorable a la adopción de medidas adicionales en materia de desagregación en el plano del transporte; acoge también positivamente que el paquete legislativo proponga alcanzar la plena realización del mercado interior de la energía gracias a medidas legislativas suplementarias destinadas a garantizar a los nuevos agentes del mercado un acceso no discriminatorio a las redes de transporte –y que, por tanto, favorecen la competencia–, mejorar la coordinación entre los reguladores y los GRT, favorecer las inversiones en la producción de electricidad y las redes y aumentar la transparencia de mercado; pero pide a la Comisión que evite la concentración de los mercados y favorezca la pluralidad de los operadores privados y públicos por medio de las medidas apropiadas.

En concreto, señala la necesidad de que se fomente la producción de energía local y regional basada en fuentes de energía renovables, que se adecuan a las condiciones medioambientales del territorio en cuestión al mismo tiempo que reducen los gastos de transporte de energía y las emisiones en el conjunto de la UE. Por ello, es necesario fomentar la elaboración de planes energéticos específicos a nivel regional, debidamente coordinados e integrados en los marcos nacional y comunitario.

12. Estrategia para las regiones ultraperiféricas: balance y perspectivas (Pleno de los días 9 y 10 de abril) CDR 309/2007 rev. 1 – COTER-IV-015.

El CDR considera que la Estrategia para las RUP sigue siendo de plena actualidad y que, lejos de haberse agotado, debe ser continuada, profundizada y actualizada. A este respecto, observa que los temas identificados por la Comisión como desafíos, tanto para el futuro de la UE como de las RUP –el cambio climático, la evolución demográfica y la gestión de los flujos migratorios, la política marítima y la agricultura–, constituyen asuntos de gran trascendencia, prioritarios en la agenda europea y mundial y con un impacto significativo en los distintos territorios de la UE. Recuerda, sin embargo, que la estrategia comunitaria hacia las RUP, identificada por la Comisión en su Comunicación de mayo de 2004, se basaba en un enfoque global y coherente, destinado a integrar en todas las políticas comunitarias los tres objetivos de dicha estrategia: la mejora de accesibilidad interna y externa, el refuerzo de la competitividad de su tejido económico local y la inserción regional en su espacio geográfico próximo.

Por ello, pide a la Comisión, en primer lugar, que tenga en cuenta las especificidades de las RUP en el marco inminente del chequeo de la PAC y en el de las futuras reformas que se aborden, manteniendo tanto sus excepciones en la aplicación del desacoplamiento y la modulación como el nivel adecuado de la asignación presupuestaria de apoyo a su agricultura y, en segundo, que adopte urgentemente medidas destinadas a compensar los efectos negativos de la inclusión del transporte aéreo en el comercio de los derechos de emisión, a fin de tener en cuenta la situación específica de las RUP.

INICIATIVAS Y PROGRAMAS
La puesta en marcha del nuevo programa de financiación 2007-2013 y la lentitud en la firma de los acuerdos presupuestarios han hecho de este año 2008 un año rico en convocatorias de financiación comunitaria. Las líneas abiertas en este momento son las siguientes (en orden cronológico por cierre de convocatoria): 

1. URB-AL III 

De manera general, podríamos definir este programa, que se encuentra en su tercera fase, por su objetivo general de desarrollar vínculos directos y duraderos entre colectividades locales europeas y latinoamericanas mediante la difusión, adquisición y aplicación de "buenas prácticas" en el ámbito de las políticas urbanas y locales.

Esta tercera fase del Programa, dotada de 50 millones de euros para 4 años, pretende impulsar y apoyar, en los países de América latina, los procesos y las políticas que contribuyen a generar cohesión social en las ciudades y en las entidades territoriales de nivel intermedio (departamentos, provincias, estados federales, etc.) que en muchos casos corresponderían, por niveles de autonomía y de competencia, a las entidades que en la UE son designadas come regiones'/autonomías/länders. De esta manera el Programa URB-AL responde a la nueva política de la UE hacia América latina que, desde la cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de Guadalajara (2004) sitúa el objetivo de la cohesión social en el centro de la "alianza estratégica" entre las dos regiones.

Así, podríamos señalar que su Objetivo específico es consolidar o promover, apoyándose en partenariados e intercambio de experiencias, en un número limitado de ciudades y territorios de América latina, procesos y políticas de cohesión social que puedan convertirse en modelos de referencia capaces de generar debates e indicar posibles soluciones a los gobiernos subnacionales de América latina que deseen impulsar dinámicas de cohesión social.
La presente fase del programa URB-AL está construida sobre las siguientes PRIORIDADES

· Los partenariados y los intercambios de experiencias entre gobiernos sub-nacionales (en la dimensión norte-sur y sur-sur) tienen un papel importante en la difusión y fortalecimiento de políticas de cohesión social.

· Existen en América latina, en el nivel local, experiencias interesantes y procesos incipientes de generación de cohesión social que pueden llegar a ser modelos de referencia.

· Una de las características más importantes de los procesos de generación de cohesión social es su carácter integral que traduce una visión global de la ciudad/territorio donde se quiere vivir.
Con una dotación económica para estos cuatro años de 50 millones de Euros, los fondos se van a distribuir de la siguiente manera:

Lote 1: ACCIONES
El monto total del Lote 1 es de 44 millones de euros. Las subvenciones otorgadas dentro del Lote 1 del Programa estarán comprendidas entre los siguientes importes mínimo y máximo:

· Importe mínimo: 1.5 millones de euros.

· Importe máximo: 3 millones de euros.

Las subvenciones no podrán ser de menos del 50% de los costes elegibles totales de la acción y no podrá ser superior al 80% del total de los costes elegibles de la Acción. El saldo deberá financiarse con recursos propios del solicitante o de sus socios o a partir de fuentes ajenas al presupuesto de la Comunidad Europea.

Definición: Una Acción (o proyecto) se compone de un conjunto de actividades coherentes y orientadas a la consecución de un objetivo específico de entro los propuestos como prioritarios en el programa. Esto significa que el conjunto de actividades propuestas en cada Acción tiene que estar claramente orientado a la promoción/consolidación de procesos y políticas de cohesión social adaptadas a las necesidades de los municipios/territorios para los que se solicita la subvención.
La duración prevista de una Acción no podrá ser inferior a 36 meses ni superior a 48 meses. Cada propuesta de proyecto incluirá, además del solicitante, un mínimo de 2 y un máximo de 9 socios. En su conjunto, los miembros del Proyecto deberán proceder de, al menos, un país de la UE y dos países distintos de América latina.

Los socios deberán participar en el diseño y ejecución de la Acción y los gastos en los que incurran serán subvencionables de la misma manera que los efectuados por el beneficiario de la subvención. Por tanto, deberán cumplir las mismas condiciones de elegibilidad que los solicitantes. 
Entre los temas prioritarios se encuentran: 

· Dimensión productiva y ocupacional:  políticas y actividades de apoyo al desarrollo económico local y al fomento de las PYMES;  políticas de competitividad territorial e innovación; políticas activas de empleo y formación profesional; políticas de valorización productiva de las remesas de los emigrados.

· Dimensión social: acceso universal a los servicios sociales básicos y seguridad ciudadana:  fortalecimiento e integración de los servicios sociales básicos (educación primaria y técnico-profesional, salud, agua, saneamiento básico, recolección de basura, etc.) como instrumentos de construcción, garantía y fortalecimiento de la ciudadanía; políticas de articulación y complementariedad público-privada para la provisión de los servicios básicos; políticas de seguridad ciudadana.

· Dimensión cívica: construcción de ciudadanía activa: políticas culturales para la construcción de ciudadanía e identidad cultural; políticas para la juventud; políticas de fomento a la participación ciudadana; políticas transversales de género y de integración multicultural.

· Dimensión territorial: reducción de los desequilibrios territoriales: políticas de integración urbana, urbanización social y mejora de la calidad de las periferias; políticas de ordenamiento territorial: modelos de gestión territorial con enfoque integrado; cooperación transfronteriza.

· Dimensión institucional: fortalecimiento institucional y fiscalidad local: planificación estratégica intersectorial para la cohesión social; capacitación de las instituciones locales (niveles político, administrativo y técnico); creación o consolidación de mecanismos institucionales de concertación público–privada para la gestión local o regional; articulación de los diferentes niveles de decisión municipal-regional-nacional; fiscalidad y finanzas locales.

Cobertura geográfica

Las Acciones se ejecutarán, según el tipo de actividades (ver el siguiente título) en uno o más de los siguientes países: los países de América latina (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, El Salvador, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela) o los países miembros de la Unión Europea.
Lote 2: Actividades de estudio, coordinación y apoyo técnico, formación y animación de redes, difusión de resultados Serán, en consecuencia, elegibles bajo este Lote las propuestas que presenten un conjunto articulado de actividades que, interactuando con las Acciones del Lote 1, contribuyan a crear las condiciones favorables para la consecución del objetivo general y específico del Programa. Dichas actividades no tendrán que ser confundidas con las actividades de gestión, evaluación y control administrativo de las subvenciones, que son funciones propias de la Comisión Europea.

Duración

La duración prevista de la acción será de 48 meses.
Cada propuesta incluirá, además del solicitante, un mínimo de 1 y un máximo de 5 socios. En su conjunto, los miembros del proyecto deberán pertenecer, al menos, a un país de la UE y a un país de América Latina. Los socios deberán participar en el diseño y la ejecución de la acción y los gastos en los que incurran serán subvencionables de la misma manera que los efectuados por el beneficiario de la subvención. Por tanto, deberán cumplir las mismas condiciones de elegibilidad que los solicitantes.
El monto máximo del Lote 2 es de 6 millones de euros.
La subvención no podrá ser de menos del 50% o superior al 80% del total de los costes elegibles de la acción. 

El saldo deberá financiarse con recursos propios del solicitante o de sus socios o a partir de fuentes ajenas al presupuesto de la Comunidad Europea.
Entre las actividades a financiar: 

· Definición y difusión de las metodologías más eficaces en lo que se refiere a los intercambios de experiencias, conocimientos y buenas prácticas.

· Difusión de los resultados obtenidos.

· Establecimiento de los indicadores necesarios para medir la eficacia y la eficiencia del programa.

· Apoyo metodológico a la ejecución.

· Organización de cursos de formación en ejecución de proyectos.

· Difusión de la información y potencialización de la visibilidad relativa al conjunto del programa.

· Otras iniciativas pertinentes, como, por ejemplo, estudios sobre problemas específicos, talleres, seminarios informativos.

· Constitución de una red de gobiernos sub-nacionales y regionales comprometidos con las políticas locales y regionales de cohesión social y territorial.

· Organización de reuniones anuales o eventos de coordinadores de proyectos y de otros actores relevantes del programa.

· Animación de la reflexión estratégica.
Cobertura geográfica

Las acciones se ejecutarán en uno o más de los siguientes países: los países de América latina (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, El Salvador, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela) o los países miembros de la Unión Europea.
2. PROGRAMA JUVENTUD EN ACCIÓN: Convocatoria de propuestas de proyectos destinados a apoyar acciones de información dirigidas a los jóvenes y a las personas que trabajan con ellos
La finalidad última de estos proyectos es animar a los jóvenes a participar en la vida pública, y permitirles desarrollar su potencial como ciudadanos europeos activos y responsables.

Se dará preferencia a proyectos innovadores y a gran escala que traten asuntos de interés o de actualidad para los jóvenes o las personas que trabajan con ellos y se correspondan con las prioridades del programa «La Juventud en acción», a saber:

· la participación de los jóvenes,

· la diversidad cultural,

· la ciudadanía europea,

· la inclusión de los jóvenes con menos oportunidades.

Los beneficiarios finales de estos proyectos son los jóvenes y las personas que trabajan en el ámbito de la juventud, bien en organizaciones y estructuras juveniles, bien en corporaciones regionales o locales.

Podrán presentar propuestas organizaciones no gubernamentales o asociaciones sin ánimo de lucro o entidades públicas locales o regionales dotadas de personalidad jurídica propia y legalmente establecidas en uno de los países del programa desde al menos un año en el momento de presentar la solicitud. Los países del programa son los siguientes:

· los Estados miembros de la Unión Europea,

· los países miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC) que son parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (EEE): Islandia, Liechtenstein y Noruega,

· los países candidatos beneficiarios de una estrategia de preadhesión conforme a los principios generales y las condiciones y modalidades generales establecidas en los acuerdos marco concluidos con estos países para su participación en los programas comunitarios (Turquía).

En los proyectos deberán participar organizaciones socias de al menos dos países diferentes uno de los cuales como mínimo deberá tener su domicilio social en uno de los Estados miembros de la Unión Europea.

Las solicitudes deberán transmitirse a la Agencia Ejecutiva en el Ámbito Educativo, Audiovisual y Cultural a más tardar el 30 de junio de 2008, de lo que dará fe el matasellos de correos.

Presupuesto y duración de los proyectos

El presupuesto total asignado se estima en 900 000 EUR.

La ayuda financiera de la Agencia no podrá superar el 80 % del total de los gastos elegibles del proyecto. La subvención otorgada a cada proyecto no podrá superar los 100 000 EUR.

Las actividades deberán comenzar imperativamente entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de marzo de 2009. 

Los proyectos deberán ser de una duración mínima de 12 meses y no exceder una duración máxima de 18 meses.

3. PROGRAMA EUROPA CON LOS CIUDADANOS

Es uno de los programas que ya mencionamos al principio de estas sesiones y que definimos como uno de los más específicos para la participación de la entidades locales en los programa europeos.

En este momento se encuentra abierta La convocatoria de propuestas relativa a la acción 1, medida 2.1 (Proyectos de ciudadanos).

Los objetivos específicos de esta convocatoria de propuestas son apoyar los paneles de ciudadanos que permitan:

· recabar la opinión de los ciudadanos sobre algunos retos de fundamental importancia para el futuro de Europa 

· consolidar un método para estimular la interacción y el debate activos entre ciudadanos sobre determinadas áreas de la política de la UE que afectan a su vida cotidiana;

· establecer mecanismos que permitan a los ciudadanos europeos desarrollar competencias cívicas, expresar sus puntos de vista y sus opiniones sobre el proceso de integración europeo en forma de recomendaciones a los políticos a nivel europeo;

· fomentar el diálogo entre los ciudadanos europeos y las instituciones de la UE, implicando a los ciudadanos en las políticas de la UE y sus repercusiones, y garantizando un seguimiento adecuado de las opiniones de los ciudadanos por parte de las instituciones de la UE.

Se invita a los solicitantes a que traten en sus proyectos al menos una de las siguientes cuestiones prioritarias:

· diálogo intercultural,

· nuevos desarrollos institucionales: un nuevo impulso a la ciudadanía europea activa,

· participación de la mujer en la vida política,

· deporte para la ciudadanía activa y la inclusión social,

· Año Europeo de la Creatividad y la Innovación 2009.

El proyecto deberá implicar a organizaciones asociadas de al menos cuatro países admisibles distintos del país del candidato. Los candidatos deberán estar establecidos en uno de los siguientes países:

· a) los 27 Estados miembros de la Unión Europea: Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Chipre, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, Rumanía, Suecia;

· b) Croacia;

Presupuesto y duración del proyecto

El presupuesto total disponible para la cofinanciación de proyectos en el marco de la presente convocatoria de propuestas se estima en 920 000 EUR. La subvención otorgada no podrá exceder el 60 % del importe total de los costes subvencionables del proyecto.

Cada subvención oscilará entre los 75 000 y los 150 000 EUR.

Las actividades deberán iniciarse entre el 1 de diciembre de 2008 y el 28 de febrero de 2009 y finalizar antes del 31 de diciembre de 2009. La duración máxima de los proyectos será de 10 meses.

Plazo de presentación

Las solicitudes deberán enviarse a la Agencia antes del 1 de julio de 2008.
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